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JUZGADO PRIMERO CIVIL CIRCUITO DEL 

DEPARTAMENTO ARCHIPIÉLAGO DE SAN 

ANDRÉS, PROVIDENCIA Y SANTA CATALINA 

 

SIGCMA 

 
 
  
  San Andrés, Ocho (8) de Junio del Dos Mil Veintiuno (2021)   
  
 

Referencia Demanda Ejecutiva Singular de Mayor Cuantía. 

Radicado 88-001-31-03-001-2019-00066-00. 

Demandante Sociedad Trash Buster S.A. ESP 

Demandado 
Departamento Archipiélago de San Andrés, Providencia y 

Santa Catalina 

Auto Interlocutorio 

No.  
0114 

 

 Sería lo pertinente acceder al embargo de cuentas deprecado por la parte 

demandante, sin embargo, a la luz de lo consagrado en el art. 594 del Estatuto General del 

Proceso, la referida medida recae sobre bienes inembargables, por lo tanto, desde ya, es 

menester despachar desfavorablemente la solicitud objeto de estudio. La norma en 

mención, en lo pertinente, dispone lo siguiente: 

 “Además de los bienes inembargables señalados en la Constitución Política o en leyes 

especiales, no se podrán embargar: 1. Los bienes, las rentas y recursos incorporados en el 

presupuesto general de la Nación o de las entidades territoriales, las cuentas del sistema general de 

participación, regalías y recursos de la seguridad social”, al paso que, el artículo 19 del referido 

Decreto 111 de 1996, prevé que “son inembargables las rentas incorporadas en el Presupuesto 

General de la Nación, así como los bienes y derechos de los órganos que lo conforman. 

 Sobre el particular se pronunció la Corte Constitucional Colombiana en el siguiente 

sentido: 

 

 “Con respecto a la inembargabilidad de los recursos públicos, la Corte se ha pronunciado 

desde las primeras sentencias, considerando que se trata de un principio orientado a la conservación 

de los recursos necesarios para garantizar los fines del Estado Social de Derecho[22]. En estos 

términos se pronunció la Corte en sentencia C-546 de 1992: 

  

“Para la Corte Constitucional, entonces, el principio de la inembargabilidad presupuestal es 

una garantía que es necesario preservar y defender, ya que ella permite proteger los recursos 

financieros del Estado, destinados por definición, en un Estado social de derecho, a satisfacer los 

requerimientos indispensables para la realización de la dignidad humana. 

  

En este sentido, sólo si el Estado asegura la intangibilidad judicial de sus recursos 

financieros, tanto del gasto de funcionamiento como del gasto de inversión, podrá contar con el cien 

por ciento de su capacidad económica para lograr sus fines esenciales. 

  

La embargabilidad indiscriminada de toda suerte de acreedores, nacionales y extranjeros, 

expondría el funcionamiento mismo del Estado a una parálisis total, so pretexto de la satisfacción de 

un cobro judicial de un acreedor particular y quirografario. 

  

Tal hipótesis es inaceptable a la luz de la Constitución de 1991, pues sería tanto como hacer 

prevalecer el interés particular sobre el interés general, con desconocimiento del artículo primero y 

del preámbulo de la Carta. 

  

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2012/T-873-12.htm#_ftn22
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(...) el legislador posee facultad constitucional de dar, según su criterio, la calidad de 

inembargables a ciertos bienes; desde luego, siempre y cuando su ejercicio no comporte 

transgresión de otros derechos o principios constitucionales”. 

  

La sentencia C-566 de 2003, reafirmó la jurisprudencia en esta materia[23], y bajo la vigencia 

del Acto Legislativo N° 1 de 2001 precisó que, “Así las cosas, la Corte declarará la  exequibilidad  de 

la  expresión “estos recursos no pueden ser sujetos de embargo” contenida  en el primer inciso del 

artículo 91 de  Ley 715 de 2001, en el entendido que  los créditos  a cargo de las entidades 

territoriales  por actividades propias de cada uno de los sectores a los que se destinan los recursos 

del sistema general de participaciones (educativo, salud y propósito general), bien sea que 

consten  en sentencias o en otros títulos legalmente válidos  que contengan una obligación clara, 

expresa y actualmente exigible que emane del mismo título,  deben ser pagados mediante  el 

procedimiento que señale la ley y que transcurrido el término  para que ellos sean exigibles, es 

posible adelantar  ejecución, con embargo, en primer lugar, de los recursos del presupuesto 

destinados al pago de sentencias o conciliaciones, cuando se trate de esa clase de títulos, y, si ellos 

no fueren suficientes, de los recursos  de la participación  respectiva, sin que puedan verse 

comprometidos los recursos de las demás participaciones”.    

  

Así las cosas, de acuerdo con la regla jurisprudencial establecida bajo la vigencia del Acto 

Legislativo n. 1 de 2001, las excepciones al principio de inembargabilidad de los recursos públicos 

comprendía: (i) la necesidad de satisfacer créditos u obligaciones de origen laboral con miras a 

efectivizar el derecho al trabajo en condiciones dignas y justa; (ii) la importancia del oportuno pago 

de sentencias judiciales, para garantizar la seguridad jurídica y el respeto de los derechos 

reconocidos en dichas providencia; y (iii) el caso en que existieran títulos emanados del Estado que 

reconocieran una obligación clara, expresa y exigible[24]. 

 

Sin embargo, con el Decreto 28 de 2008 expedido en ejercicio de las facultades especiales 

otorgadas por el artículo 3 del Acto Legislativo No.4 de 2007, que adicionó el artículo 356 de la 

Constitución Política, se efectuó un giro jurisprudencial en relación con la posibilidad de embargar 

recursos del Sistema General de Participaciones.  

  

La sentencia C-1154 de 2008 al analizar la constitucionalidad del  artículo 21 (parcial) del 

Decreto 28 de 2008[25], señaló que el Acto Legislativo n. 4 de 2007 modificó aspectos del Sistema 

General de Participaciones como resultado de una mayor preocupación de parte del Constituyente 

“por asegurar el destino social y la inversión efectiva de esos recursos”, por lo cual se incorporaron 

medidas en la Constitución tendentes a adoptar mecanismos de control y seguimiento al gasto 

ejecutado con dichos recursos, y asegurar el cumplimiento de las metas de cobertura y calidad en 

los sectores de educación, salud, saneamiento básico y agua potable. Lo anterior cambió la noción 

sobre la inembargabilidad de recursos del Sistema General de Participaciones de modo que solo de 

manera excepcional se permitió la adopción de medidas cautelares. De acuerdo con lo anterior se 

estimó que: 

  

“A juicio de la Corte, la prohibición de embargo de recursos del SGP (i) está amparada por 

el artículo 63 de la Carta Política, que autoriza al Legislador para determinar qué bienes y recursos 

públicos son inembargables. Así mismo, (ii) está dirigida a garantizar la destinación social y la 

inversión efectiva en los servicios de educación, salud, saneamiento básico y agua potable, de 

acuerdo con la exigencia prevista en los artículos 356 y 357 de la Constitución y la reforma 

introducida en el Acto Legislativo No. 4 de 2007. Además, (iii) es coherente con el mandato que el 

Constituyente dio al Gobierno Nacional para definir una estrategia de monitoreo, seguimiento y 

control al gasto ejecutado con recursos del SGP, con miras a garantizar las metas de continuidad, 

calidad y cobertura definidas en la ley. Desde esta perspectiva, es claro que la cláusula de 

inembargabilidad de los recursos del SGP persigue fines constitucionalmente legítimos, compatibles 

con la naturaleza y destino social de esos recursos”. 

  

En este sentido, la sentencia C-1154 de 2008 condicionó la constitucionalidad del artículo 21 

del Decreto 28 de 2008 a que se pudieran decretar medidas cautelares para “el pago de las 

obligaciones laborales reconocidas mediante sentencia”,  sobre recursos de libre destinación y 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2012/T-873-12.htm#_ftn23
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2012/T-873-12.htm#_ftn24
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2012/T-873-12.htm#_ftn25
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excepcionalmente sobre los recursos de destinación específica. Sin embargo no se contemplaron 

otros casos excepcionales que sí habían sido admitidos por la jurisprudencia anterior.  

  

 

 

4.5. De lo anterior se desprende que, acorde con la normatividad vigente y la 

jurisprudencia en la materia, la regla reconocida por las sentencias más recientes de la Corte 

Constitucional establece que no es posible embargar recursos del Sistema General de 

Participaciones para hacer efectivas las obligaciones de las entidades territoriales.    

 

  Así las cosas, sin mayores disquisiciones, como lo concluyó la Corte Constitucional 

Colombiana en el referente jurisprudencial aludido en precedencia, se torna improcedente 

“embargar recursos del Sistema General de Participaciones para hacer efectivas las 

obligaciones de las entidades territoriales”. 

 

 Por lo expuesto en precedencia, el Juzgado, 

 

RESUELVE 

 

 1.- Negar por improcedente la medida cautelar deprecada. 

 

 

 Notifíquese. 

 
KRS 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

JUZGADO PRIMERO CIVIL DEL CIRCUITO DE SAN 

ANDRÉS, PROVIDENCIA Y STA. CATALINA. 

 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO 

 

El auto anterior se notifica en el estado No. 19 del 

 

 

22-06-2021. 

 

 

 

Kellys J. Rodríguez Sarmiento. 

Secretaria. 


